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OBJETO DE LA DECISIÓN  

 

 

Decide esta Corporación la impugnación interpuesta por el accionante contra la sentencia de 

octubre 25 de 2023, proferida por el Juzgado Primero Civil del Circuito con Conocimiento en 

Asuntos Laborales de Saravena1, que negó el amparo solicitado.  

 

 

ANTECEDENTES 

 

 

El señor NÉSTOR EFRAÍN COLMENARES OJEDA, manifestó en su escrito de tutela2, que el 14 

de septiembre de 2023 solicitó, por correo electrónico, a la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS (en adelante UAEGRTD) 

la cancelación de la medida de protección individual y colectiva de su predio rural “El Espejo”, 

ubicado en la vereda Marrero del Municipio de Tame e identificado con la matrícula inmobiliaria 

410-14257 de la oficina de Instrumentos Públicos de Arauca, petición que a la fecha de 

interposición de esta acción no había sido resuelta.    

 
1 Dr. Rafael Enrique Fontecha Barrera.  
2 Cdno digital del juzgado, ítem 1, fls 4 a 6. 
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Agregó que el citado inmueble lo adquirió como cesionario de derechos el 12 de junio de 2017 

mediante sentencia judicial, y; que el término con que contaba la UAEGRTD para resolver su 

solicitud de cancelación de la medida, esto es, el previsto en el artículo 2.15.6.2.4. del Decreto 

640 de 2020, se encuentra vencido pues los 60 días hábiles, contabilizados a partir del momento 

en que su caso se sometió a estudio a través de la Resolución RN 00830 del 30 de mayo de 

2023 expedida por la misma accionada, se sobrepasaron.    

 

 

Con base en lo expuesto, solicitó el amparo de su derecho fundamental de petición para que, 

en consecuencia, se ordene a la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS “emita la correspondiente Resolución de cancelación 

de la medida de protección individual y colectiva de [su] predio… con el debido registro ante la 

oficina de Instrumentos Públicos de Arauca, entendiendo que esa diligencia solamente la puede 

hacer la misma [accionada] de conformidad con la circular No. 949 del 16 de marzo de 2017 

expedida por la Superintendencia de Notariado y Registro (…) y la Resolución No. 00306 de 

2017 emanada por la misma [UAEGRTD]”. Anexó a su escrito copia del derecho de petición del 

14 de septiembre de 2023 y su constancia de envío3.  

 

 

SINOPSIS PROCESAL 

 

 

Presentado el escrito de tutela el asunto fue asignado por reparto al Juzgado Primero Civil del 

Circuito con Conocimiento en Asuntos Laborales de Saravena el 10 de octubre de 20234, 

Despacho que le imprimió trámite ese mismo día5 y procedió a: admitir la acción contra la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS 

DESPOJADAS; correr traslado a la accionada para el ejercicio de los derechos de contradicción 

y defensa, y; tener como pruebas las allegadas con la solicitud de amparo. 

 

 

CONTESTACIÓN DE LA ACCIONADA.  

 

 

La Directora Territorial de Norte de Santander y Arauca de la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS -UAEGRTD6 expuso que, 

revisadas las bases de datos de esa Entidad, se constató que el accionante elevó una solicitud 

el 14 de septiembre de 2023, que fue resuelta a través del oficio URT-DTNC-04384 (DRNC2-

 
3 Cdno digital del juzgado, ítem 1, fls. 7 a 10. 
4 Cdno digital del juzgado, ítem 2. 
5 Cdno digital del juzgado, ítem 3. 
6 Cdno digital del juzgado, ítem 5, fls. 1 a 7. 
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202303955) de octubre 3, remitido el 10 de ese mismo mes a la dirección electrónica que 

suministró en su petición lua0501@hotmail.com.     

 

 

Seguidamente transcribió el contenido del oficio y señaló que en este caso se configura el 

fenómeno de carencia actual de objeto por hecho superado, al haber brindado al señor 

COLMENARES OJEDA una respuesta de fondo a su petición, toda vez que no sólo fue informado 

del estado actual de su solicitud de cancelación de la medida de protección colectiva en el 

Registro Único de Predios y Territorios Abandonados (RUPTA), sino que también le explicaron 

las razones por las cuales no se le resolvió antes (congestión en la UAEGRTD), con la indicación 

del mes y año en que estima será objeto de decisión, esto es, octubre de 2023. 

 

 

En consecuencia, consideró que no le han vulnerado ningún derecho fundamental al accionante 

y pidió se niegue el amparo. Con su contestación allegó copia del oficio URT-DTNC-04384 

(DRNC2-202303955) del 3 de octubre de 20237 y su constancia de entrega por E-mail8.  

 

 

SENTENCIA DE PRIMERA INSTANCIA9 

 

 

La instancia concluyó con fallo de octubre 25 de 2023, mediante el cual el Juez Primero Civil del 

Circuito con Conocimiento en Asuntos Laborales de Saravena negó el amparo solicitado, al 

considerar que la UAEGRTD no le ha vulnerado el derecho fundamental de petición al señor 

NÉSTOR EFRAÍN COLMENARES OJEDA, toda vez que se encontraba dentro del término previsto 

en el artículo 2.15.6.2.4 para resolver su petitum.   

 

 

Acotó, que la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS 

DESPOJADAS está sujeta al sistema de turnos para resolver las reclamaciones que se le 

presentan, y que por ello la accionada le indicó al actor que su petición sería desatada en el 

transcurso del mes de octubre de esta anualidad, amén que no puede pasar por encima de las 

peticiones formuladas por otros usuarios para exigirle a la UAEGRTD resolver de manera 

preferente la del señor COLMENARES OJEDA, pues con ello incurriría en una evidente violación 

del derecho de igualdad de quienes elevaron sus solicitudes con antelación.  

 

 

 

 

 
7 Cdno digital del juzgado, ítem 5, fls. 8 a 11. 
8 Cdno digital del juzgado, ítem 5, fls. 13 y 14. 
9 Cdno digital del juzgado, ítem 6. 

mailto:lua0501@hotmail.com
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IMPUGNACIÓN10 

 

 

Inconforme con la decisión adoptada por el juez de instancia, el señor NÉSTOR EFRAÍN 

COLMENARES OJEDA la impugnó argumentando, que el a quo debió “haber obligado” a la 

UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS 

DESPOJADAS a resolver de fondo su solicitud de levantamiento de la medida de protección en 

el RUPTA, y “dentro del plazo estipulado por la misma entidad accionada y acorde con la 

normatividad”, pues dicha petición la viene tramitando desde el 16 de enero de 2023 y no desde 

el 14 de septiembre de este año.   

 

 

Añadió, que la UAEGRTD en razón a una tutela anterior (Rad. 2023-00324) expidió la Resolución 

RN 00830 de mayo 30 de 2023 dando inicio formal al estudio de su caso; que el término que 

prevé el artículo 2.15.6.2.4.11 del Decreto 640 de 2020 para que la accionada resuelva su 

solicitud de levantamiento ya venció, y; aunque la norma prevé que dicho plazo puede 

prorrogarse hasta por 30 días debe hacerse por acto administrativo y comunicársele al 

peticionario, lo cual no ha ocurrido todavía.   

 

 

No obstante, lo anterior, precisó que para la fecha de impugnación ya habían transcurrido 98 

días hábiles desde que se expidió la Resolución RN 00830; que el 10 de octubre de 2023 la 

accionada mediante comunicación DRNC2-202303955 le ofreció disculpas e indicó que su 

solicitud sería resuelta de fondo en el mes de octubre, y que la jurisprudencia que el juez de 

primera instancia citó para referirse al sistema de turnos resalta la estricta observancia que de 

los términos deben hacer las entidades del Estado, incluida la UAEGRTD.   

 

 

CONSIDERACIONES 

 

 

Esta Sala de Decisión es competente para conocer la impugnación del fallo proferido por el 

Juzgado Primero Civil del Circuito con Conocimiento en Asuntos Laborales de Saravena, fechado 

25 de octubre de 2023, conforme al artículo 31 del Decreto 2591 de 1991, cuyo conocimiento 

se asumirá ya que dentro del término de ejecutoria el señor NÉSTOR EFRAÍN COLMENARES 

OJEDA indicó oponerse a la decisión. 

 
10 Cdno digital del juzgado, ítem 8. 
11  Artículo 2.15.6.2.4. Procedencia de la solicitud de registro o cancelación en el RUPTA. Con base en lo 

establecido en el artículo 84 de la Ley 1955 de 2019, la entidad administradora del Rupta tendrá un término de 

sesenta (60) días, contados desde que se someta a estudio el caso, para decidir sobre la inscripción o cancelación 

en el Rupta. Este plazo podrá ser prorrogado hasta por treinta (30) días, cuando existan o sobrevengan 

circunstancias que lo justifiquen. // Parágrafo. La prórroga del término establecido en el inciso primero del 

presente artículo deberá ser decretada mediante un acto administrativo debidamente motivado, que contenga las 

razones que la justifican y el plazo requerido para culminar la actuación. Esta decisión deberá ser comunicada al 

solicitante a través del mecanismo más eficaz y contra él no procederá recurso alguno. 
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La acción de tutela ha sido instituida como mecanismo ágil y expedito para que todas las 

personas reclamen ante los jueces de la República la protección de sus derechos 

constitucionales fundamentales, cuando quiera que estos resulten vulnerados o amenazados 

por la acción de cualquier autoridad pública o de los particulares, en los casos previstos en la 

ley. 

 

 

1. Derecho de petición.  

 

 

Reiteradamente ha indicado esta Corporación que cuando se trata de proteger el derecho de 

petición, el ordenamiento jurídico colombiano no tiene previsto un medio de defensa judicial 

idóneo ni eficaz diferente de la acción de tutela, de modo que quien resulte afectado por la 

vulneración a este derecho fundamental no dispone de ningún mecanismo ordinario de 

naturaleza judicial que le permita hacerlo efectivo. Por esta razón, quien encuentre que la debida 

resolución a su derecho de petición no se produjo o comunicó dentro de los términos que la ley 

señala, esto es, que se quebrantó su garantía fundamental, puede acudir directamente a la 

acción de amparo constitucional12.  

 

 

Ha precisado el órgano de cierre de la jurisdicción constitucional que el derecho de petición 

consagrado en el artículo 23 de la Constitución Política es una garantía fundamental de 

aplicación inmediata, cuya efectividad resulta indispensable para la consecución de los fines 

esenciales del Estado, especialmente el servicio a la comunidad, la garantía de los principios, 

derechos y deberes consagrados en la misma Carta Política y la participación de todos en las 

decisiones que los afectan; así como el cumplimiento de las funciones y los deberes de 

protección para los cuales fueron instituidas las autoridades de la República. 

 

 

Ahora bien, de la regulación consagrada en el ordenamiento jurídico colombiano, tenemos, que 

tanto el derogado Decreto 01 de 198413 como la Ley Estatutaria 1755 de 2015, fueron unánimes 

al permitir que las peticiones sean formuladas tanto en interés general como en relación con los 

asuntos de interés particular, señalando esta última codificación la obligación de resolver o 

contestar la solicitud dentro de los 15 días siguientes a la fecha de su recibo, salvo algunas 

excepciones, conjunto normativo donde también se señala, como falta disciplinaria gravísima la 

desatención de las peticiones y de los términos para resolver, así como el desconocimiento de 

los derechos de las personas por los servidores públicos.  

 

 
12 Para estudiar una de las primeras sentencias que examinó el Derecho de Petición como garantía de aplicación 

inmediata puede verse la sentencia T-012 del 25 de mayo de 1992, M.P. Alejandro Martínez Caballero. 
13 Antiguo Código Contencioso Administrativo. 
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Para que proceda la protección de este derecho fundamental es necesario que la petición haya 

sido presentada en debida forma, y que la respuesta que se emita de cara a lo solicitado sea 

clara, precisa y congruente con lo que se pide, pues la simple contestación no basta para que 

se predique la no vulneración del derecho en comento. Adicionalmente, ha sido de igual manera 

pacífica la jurisprudencia14 al sostener, que el derecho de petición solo se satisface cuando la 

entidad notifica la respuesta al interesado. 

 

 

2. El derecho fundamental al debido proceso y la mora en resolver. 

 

 

El artículo 29 de la Constitución Política consagra el derecho fundamental al debido proceso. 

Dicho mandato constituye una garantía iusfundamental aplicable a toda clase de actuaciones 

judiciales y administrativas, razón por la que tiene un ámbito de aplicación que se extiende a 

todas las tareas, procedimientos y procesos administrativos que aparejen consecuencias para 

los administrados.  

 

 

Sobre el contenido de dicho derecho la Corte Constitucional ha precisado, que el debido proceso 

se entiende ‹‹como el conjunto de garantías previstas en el ordenamiento jurídico, a través de 

las cuales se busca la protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, 

para que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación correcta de la 

justicia.››15 

 

 

En diversas ocasiones la Corte Constitucional ha señalado que la congestión y la mora afectan 

gravemente el disfrute del derecho fundamental al debido proceso, en los términos de los 

artículos 29 superior, como lo precisó en la sentencia T- 1249 de 2004 al expresar: “En la 

sentencia T-1154 de 2004, la Corte indicó que de los postulados constitucionales se sigue el 

deber de todas las autoridades públicas de adelantar actuaciones y resolver de manera diligente 

y oportuna los asuntos sometidos a ella”.  

 

 

En ese orden de ideas, se ha dicho que “quien presenta una demanda, interpone un recurso, 

formula una impugnación o adelanta cualquier otra actuación dentro de los términos legales, 

estando habilitado por ley para hacerlo, tiene derecho a que se le resuelva del mismo modo, 

dentro de los términos legales dispuestos para ello” 16, pues, de lo contrario, se desconoce su 

derecho fundamental al debido proceso.  

 
14 Ver, entre otras, las sentencias T-178/00, M.P. José Gregorio Hernández Galindo. 
15 Corte Constitucional. Sentencia C- 361/16 M.P. Luis Ernesto Vargas Silva. 
16 Sentencia T-366 de 2005. M.P. Clara Inés Vargas Hernández. 
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Pese a ello, en orden a determinar si la mora en la decisión oportuna de las autoridades 

desconoce los derechos fundamentales, es necesario analizar la razonabilidad del plazo y 

establecer el carácter injustificado en el incumplimiento de los términos. Así, lo dijo por ejemplo 

la Corte Suprema de Justicia en sentencia de tutela del 9 de marzo de 2023 al aclarar que: 

 

 
“la mora judicial o administrativa que configura vulneración del derecho fundamental 
al debido proceso, debe reunir las siguientes características: (i) el incumplimiento de los 
términos señalados en la ley para adelantar alguna actuación por parte del funcionario 
competente; (ii) que la mora desborde el concepto de plazo razonable que involucra 
análisis sobre la complejidad del asunto, la actividad procesal del interesado, la conducta 
de la autoridad competente y el análisis global de procedimiento; (iii) la falta de motivo 
o justificación razonable en la demora. 
 
Lo anterior, sin perjuicio de la realidad judicial que se vive en algunos despachos donde la 
carga laboral supera cualquier posibilidad de respetar cabalmente los términos, constituye 
un problema de naturaleza administrativa que de ninguna manera puede imputársele al 
funcionario judicial y que hace necesario que se examine cada caso en particular, como que 
tampoco su carga la debe soportar el demandante.”17. (se resalta). 

 
 
 

De otra parte, esa Corporación también resaltó en sentencia del 15 de febrero de esta 

anualidad18, que “cuando la mora es justificada, la tutela no puede abrirse paso, dado que lo 

contrario sería alterar turnos de decisión dispuestos para resolver los procesos, con lo cual se 

comprometerían los derechos fundamentales que le asisten a las otras personas interesadas en 

poner fin de manera oportuna sus litigios, aspecto que encuentra soporte en los artículos 4.°, 

modificado por el 1º de la Ley 1285 de 2009, y 153 de la Ley 270 de 1996, en concordancia con 

el artículo 18 de la Ley 446 de 1998, según los cuales por regla general la resolución de los 

procesos debe ser por orden de entrada, salvo las excepciones consagradas legalmente”,  y que 

“es justamente por ello, que corresponde al juez competente determinar los casos que requieran 

una atención prioritaria, bajo un ejercicio de ponderación con apego a las facultades referidas, 

en cuyo análisis determinen si es procedente o no brindarle prelación a un específico asunto, 

pues soslayar situaciones que por su definición fáctica son prevalentes, no es consecuente con 

la función de administrar justicia que les asigna la Carta Política”. (se subraya). 

 

 

3. Decisión del caso.  

 

 

Descendiendo al asunto que concita la atención de esta Corporación, tenemos, que el señor 

NÉSTOR EFRAÍN COLMENARES OJEDA pidió la protección constitucional de su derecho 

fundamental de petición, que a su juicio fue vulnerado por la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

 
17 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Penal, Sala de Decisión de Tutelas No. 3, Sentencia del 9 de marzo 

de 2023, Rad. 129296, STP3280-2023, M.P. Dr. Gerson Chaverra Castro. 
18 Corte Suprema de Justicia, Sala de Casación Laboral, Sentencia del 15 de febrero de 2023, Rad. 101131, STL336-

2023, M.P. Dr. Fernando Castillo Cadena. 
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ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS -UAEGRTD- al no 

contestarle la solicitud formulada el 14 de septiembre de 2023, consistente en la cancelación de 

la medida de protección individual y colectiva de su predio “El Espejo” en el Registro Único de 

Predios y Territorios Abandonados -RUPTA-.  

 

 

De los hechos precedentemente señalados y de la documental obrante en el expediente, se 

evidencia, que el 14 de septiembre de 202319 el actor envió a la UAEGRTD un derecho de 

petición pidiendo se “ordenar[a] a quien correspond[iera] producir la resolución de 

levantamiento de la medida de protección del predio de [su] propiedad denominado “El Espejo”, 

ubicado en la vereda Marrero del municipio de Puerto Rondón – Arauca”. En dicha solicitud el 

señor COLMENARES OJEDA dijo que su correo electrónico para notificaciones era 

lua0501@hotmail.com. Veamos:    

 

 

 

 

Del mismo modo, se aprecia, que el 10 de octubre siguiente20, la Directora Territorial de Norte 

de Santander y Arauca de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE 

RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS, respondió la petición del accionante a través del oficio 

URT-DTNC-04384 (DRNC2-202303955), en los siguientes términos:  

 

 
19 Cdno digital del juzgado, ítem 1, fls. 7 a 10. 
20 Cdno digital del juzgado, ítem 5, fls. 8 a 11. 

mailto:lua0501@hotmail.com
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Respuesta que se remitió al correo electrónico indicado por el actor lua0501@hotmail.com el 10 

de octubre de 2023 a las 17:28 horas, es decir, después de radicada esta acción de tutela21 y 

notificada su admisión22, conforme se constata de los siguientes pantallazos23: 

 

  

 

 

 
21 Se radicó ese mismo 10 de octubre de 2023 a las 10:31 a.m.  
22 Cdno digital del juzgado, ítem 4. Se notificó el 10 de octubre de 2023 a las 15:52.  
23 Cdno digital del juzgado, ítem 5, fls. 13 y 14. 

mailto:lua0501@hotmail.com
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De lo precedentemente expuesto se extrae, que la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE 

GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS dio respuesta clara, precisa y de fondo 

a la solicitud del accionante que, conforme se advierte de los anteriores pantallazos, fue enviada 

el 10 de octubre de 2023 a la dirección electrónica lua0501@hotmail.com que él indicó en su 

derecho de petición.  

 

 

Lo anterior, porque aunque la Directora Territorial de Norte de Santander y Arauca de la 

UAEGRTD en su contestación no dijo que hubiese expedido la resolución que el señor 

COLMENARES OJEDA requirió a través de su derecho de petición del 14 de septiembre de 2023, 

que busca se cancele la medida de protección que pesa sobre su predio “El Espejo” en el RUPTA, 

dicha funcionaria le explicó las razones por las cuales no se ha resuelto definitivamente su caso, 

e incluso le señaló el mes y año en el que consideró se resolvería.  

 

 

En ese orden de ideas, se reitera entonces que es indiscutible que la UNIDAD ADMINISTRATIVA 

ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS desde el pasado 10 de 

octubre de 2023 respondió de fondo la solicitud del accionante, y dicha circunstancia implica 

que la decisión del a quo deba confirmarse, máxime que a pesar de que le asiste razón al 

impugnante cuando alega que el trámite administrativo que inició para obtener la cancelación 

de la medida de protección de su inmueble no se ha resuelto por la accionada, tal asunto debe 

ventilarse a la luz del derecho fundamental al debido proceso y no del derecho de petición.  

 

 

Ahora bien, atendidas las facultades ultra y extra petita de las que está revestido el juez de 

tutela y centrándonos en la garantía constitucional del debido proceso, procede indicar que, 

aunque se aprecia tardanza de la UAEGRTD en resolver el proceso administrativo promovido 

por el accionante para obtener la cancelación de la medida de protección en el RUPTA, como 

así lo reconoció la Directora Territorial de Norte de Santander y Arauca de la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS en la 

respuesta que le suministró al actor el 10 de octubre de 2023, es decir, en el oficio URT-DTNC-

04384 (DRNC2-202303955), esta Sala encuentra que de esa misma contestación emerge con 

claridad que la mora no es producto de un comportamiento negligente, indiferente o arbitrario 

de dicha servidora pública, en cuanto obedece a las vicisitudes que enfrenta la Entidad que ella 

preside derivada de una evidente congestión.  

 

 

Lo anterior, porque en el oficio URT-DTNC-04384 (DRNC2-202303955) fechado 3 de octubre de 

2023, y remitido al accionante el 10 de octubre siguiente, la citada funcionaria informó que a 

corte de diciembre 31 de 2022 esa Territorial había recibido 4.704 solicitudes de levantamiento 

mailto:lua0501@hotmail.com
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y cancelación de medidas de protección en el RUPTA, y que “actualmente la Unidad de 

Restitución de Tierras, frente a los trámites propios del Registro Único de Predios y Territorios 

Abandonados -RUPTA-, se encuentra ante el fenómeno de congestión, por el desborde de 

solicitudes que se allegan por parte de los ciudadanos, la cual sobrepasa la capacidad de 

respuesta con el talento humano disponible al momento.”   

 

 

En ese sentido, se observa, que han intervenido circunstancias objetivas y razonables que 

justifican la demora en el trámite del proceso administrativo que adelanta el señor NÉSTOR 

EFRÁIN COLMENARES OJEDA, y como quiera que es la mora injustificada la que abre paso a la 

acción de tutela, este mecanismo constitucional se advierte totalmente improcedente en el sub-

judice, amén que vale la pena destacar que este amparo no se diseñó para alterar los turnos 

dispuestos para resolver los procesos, en tanto ello implicaría lesionar los derechos de otras 

personas que también esperan la resolución de sus asuntos, pues por regla general deben 

atenderse por orden de entrada, y aquí no se aprecia ninguna circunstancia que amerite la 

prelación del caso del actor.   

 

 

No obstante, lo anterior, y teniendo en cuenta que la misma accionada en su contestación le 

creó una falsa expectativa al señor COLMENARES OJEDA en la resolución de su caso, es decir, 

que su solicitud de cancelación se resolvería en octubre de 2023 y esto no ha ocurrido, como 

así lo informó telefónicamente un funcionario de la UAEGRTD de la Territorial de Norte de 

Santander y Arauca al Despacho ponente24, se exhortará a su Directora para que a la mayor 

brevedad posible y atendiendo el turno en que este asunto se encuentre resuelva lo pertinente.  

 

 

3.1. Conclusión.  

 

 

Conforme a las razones expuestas, la Sala CONFIRMARÁ la sentencia proferida el 25 de octubre 

de 2023 por el Juzgado Primero Civil del Circuito con Conocimiento en Asuntos Laborales de 

Saravena, y solo la ADICIONARÁ para exhortar a la Directora Territorial de Norte de Santander 

y Arauca de la UNIDAD ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE 

TIERRAS DESPOJADAS para que a la mayor brevedad posible, y atendiendo el turno en que se 

encuentre la solicitud de cancelación del señor COLMENARES OJEDA, proceda a resolver lo 

pertinente, realizando la respectiva comunicación al accionante.  

 

 
Sin necesidad de más consideraciones, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Arauca, Sala 

Única de Decisión, administrando justicia en nombre de la República y por autoridad de la ley, 

 
24 Cdno digital del Tribunal, ítem 7. 
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RESUELVE  

 

 

PRIMERO: CONFIRMAR la sentencia proferida el 25 de octubre de 2023 por el Juzgado Primero 

Civil del Circuito con Conocimiento en Asuntos Laborales de Saravena, de conformidad con lo 

expuesto en las consideraciones de esta decisión.  

 

 

SEGUNDO: EXHORTAR a la Directora Territorial de Norte de Santander y Arauca de la UNIDAD 

ADMINISTRATIVA ESPECIAL DE GESTIÓN DE RESTITUCIÓN DE TIERRAS DESPOJADAS, para 

que a la mayor brevedad posible y atendiendo el turno en que se encuentre la solicitud del 

señor NÉSTOR EFRAÍN COLMENARES OJEDA, consistente en la cancelación de la medida de 

protección individual y colectiva del predio “El Espejo”, proceda a resolver lo pertinente, 

realizando la respectiva comunicación al accionante.   

 

 

TERCERO: NOTIFICAR el presente fallo a las partes por el medio más expedito y eficaz. 

  

 

CUARTO: ENVIAR el presente fallo a la Corte Constitucional para su eventual revisión. 

 

 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE, 

   

 

 

MATILDE LEMOS SANMARTÍN 

Magistrada ponente 

 

 

 

 

 

ELVA NELLY CAMACHO RAMÍREZ 

Magistrada 

 

 

 

 

   

LAURA JULIANA TAFURT RICO 

Magistrada 

 

 


